
 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

REGIÓN JUDICIAL DE ARECIBO, UTUADO Y AIBONITO 
PANEL XII 

 
 
NICOLÁS ARROYO CORREA 

Y/O HERIBERTO JORDAN 
ARCE 

 

Recurridos 
 

v. 
 
RIVERA MOJICA JR AUTO, 

INC. H/N/C RM JR AUTO 
IMPORT Y RELIABLE 

FINANCIAL SERVICES, INC. 
 

Recurrida 

KLRA201501239 

 
Revisión judicial 
de resolución 
administrativa 
emitida por el 

Daco 
 

Querella Núm.  
AR-6961 
 

SOBRE: 
Garantía de 

vehículo de motor 

Panel integrado por su presidente, el Juez González Vargas, y las 
Juezas Vicenty Nazario y Grana Martínez. 

 
Grana Martínez, Jueza Ponente 

 
 

SENTENCIA 
 
En San Juan, Puerto Rico, a 27 de enero de 2016. 

Mediante recurso de revisión judicial, RM JR Auto Import (RM 

Auto  o recurrente) nos solicita que revoquemos la Resolución emitida 

por el Departamento de Asuntos del Consumidor (DACo) del 22 de 

septiembre de 2015. En esencia, el dictamen decretó la nulidad de los 

contratos de compraventa y de venta al por menor a plazos otorgados 

por RM Auto y Reliable Financial Services. 

 Examinado el recurso presentado, acordamos confirmar la 

Resolución recurrida. 

I. 

Surge del expediente ante nuestra consideración que el 10 de 

noviembre de 2012 Nicolás Arroyo Correa compró en el dealer RM 

Auto un vehículo usado marca Suzuki modelo SX4 del año 2008 por 

el precio de $11,500.00. Dicho vehículo lo utilizaría Heriberto Jordán 

Arce. Se acreditó como pronto mediante trade-in $2,700.00 y el 

balance fue financiado por Reliable. Para agosto de 2013 el señor 
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Jordán llevó el vehículo a un concesionario autorizado del fabricante, 

pues el mismo presentaba un escape de aceite de motor. En dicho 

concesionario le informaron que el motor del Suzuki SX4 no tenía el 

mismo número de serie que el vehículo, por lo que su reparación no 

estaba cubierta por la garantía del fabricante. 

Por estos hechos el señor Arroyo presentó una querella contra 

RM Auto y Reliable ante el DACo el 13 de septiembre de 2013, núm. 

AR-4907. Reliable contestó la querella el 18 de septiembre de 2013 y 

adujo que nunca fue notificada debidamente de los alegados vicios del 

vehículo en controversia según lo dispone la Ley de Ventas al Por 

Menor a Plazos. En la contestación a la querella de RM Auto éste 

alegó, entre otras cosas, que la garantía del vehículo de motor objeto 

del presente litigio estaba totalmente vencida, por lo que no procedía 

reclamo legal alguno en su contra. El 10 de diciembre de 2013, el 

DACo ordenó el cierre y archivo de la querella núm. AR-4907, debido 

a la falta de interés de la parte querellante. El señor Arroyo solicitó 

reconsideración y el DACo celebró una vista administrativa el 3 de 

marzo de 2014.1 

Eventualmente el DACo ordenó el cierre y archivo de la querella 

núm. AR-4907, pues según el informe del técnico el vehículo se había 

reparado satisfactoriamente. En desacuerdo, el señor Arroyo solicitó 

reconsideración y arguyó que la reparación de su vehículo no había 

sido satisfactoria, pues el motor no funcionaba. El DACo declaró ha 

lugar la misma y ordenó una nueva inspección por el técnico 

automotriz Edgar Cotto. Este concluyó que el motor estaba trancado y 

no giraba para prender, por lo que tenía que desmontarse en un 

                                                 
1 El 8 de enero de 2014 el DACo emitió una Orden mediante la cual tomó 
conocimiento de la solicitud de reconsideración. La misma no fue notificada al 

abogado de récord del querellado. El DACo expresó a través de una Minuta fechada 

18 de mayo de 2015, notificada al día siguiente, que todo procedimiento realizado 

en la querella núm. AR-4907 posterior a la solicitud de reconsideración del 

querellante era nulo y no tenía efecto, pues no poseía jurisdicción para considerar la 

misma. Subrayó el DACo que la única Resolución vigente era la emitida el 10 de 
diciembre de 2013 y que procedía resolver la controversia de la querella núm. AR-

4907 mediante la continuación del procedimiento de la querella núm. AR-6961. 
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taller. Se celebró una nueva vista administrativa el 14 de octubre de 

2014 y posteriormente, el DACo emitió una Resolución en la que 

expresó lo siguiente: 

“A la fecha de la radicación de la querella había 

expirado la garantía del vehículo de motor usado objeto 
de la querella. A esa fecha todo lo relacionado a 
reparaciones de mecánica automotriz había caducado. El 

negocio querellado sumió la relación del salidero de aceite 
por voluntad propia, no por obligación legal. 

 
El remanente de las alegaciones que manifestó el 

querellante en relación a la identificación del motor y 
partes de la carrocería proceden por cuestión del derecho 
aplicable a esta controversia. Aunque tomamos 

conocimiento que lo manifestado fue prueba de referencia 
no corroborada […]” 

 
Del mismo modo, el DACo ordenó a RM Auto a llevar a cabo la 

identificación correcta y legal del motor y carrocería del vehículo en 

controversia. También desestimó la querella contra Reliable por falta 

de alegaciones o prueba vinculante durante el proceso.2 Tras varios 

trámites procesales, el 30 de enero de 2015 el DACo notificó al señor 

Arroyo el cierre de la querella núm. AR-4907 por falta de interés al 

caso. 

Lo anterior ocasionó que el 17 de febrero de 2015 el señor 

Arroyo presentara una nueva querella, núm. AR-6961. Esta vez adujo 

que al momento de la compra del vehículo Suzuki, RM Auto no le 

informó que el motor no era el original. Añadió que no había podido 

disfrutar el mismo desde que se compró, debido a que permaneció en 

el dealer Cabrera por un espacio de tiempo prolongado. El señor 

Arroyo exigió la resolución del contrato, mensualidades pagadas, 

pronto, entre otras cosas. RM Auto solicitó la desestimación de la 

querella por entender que constituía cosa juzgada. En marzo de 2015 

Reliable contestó la nueva querella y solicitó su desestimación. 

Mediante Resolución Interlocutoria del 21 de julio de 2015, el DACo 

denegó la desestimación de la querella. La agencia concluyó que los 

asuntos de la segunda querella, aunque versaban sobre el mismo 

                                                 
2 Resolución notificada el 17 de octubre de 2014. 
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vehículo, planteaban controversias que no fueron dilucidadas en la 

primera querella. Determinó que se debía pasar juicio sobre la validez 

del consentimiento otorgado por el señor Arroyo al momento de la 

compraventa, aspecto que no había sido ponderado en la primera 

querella. Además, destacó que las controversias levantadas en la 

segunda querella presentaban un asunto de orden público, como lo 

era la identificación de un vehículo de motor y sus componentes. 

Así las cosas, el 22 de septiembre de 2015 el DACo emitió la 

Resolución bajo nuestra consideración. Determinó que el 

consentimiento de la parte compradora estuvo viciado debido a que no 

se le proveyó información vital sobre la condición del vehículo a ser 

adquirido. Concluyó que procedía la anulación del contrato de 

compraventa y el de financiamiento otorgado entre las partes. Ordenó 

a RM Auto a reembolsarle al señor Arroyo los $2,700.00 pagados en 

concepto de pronto, más el interés legal correspondiente. Asimismo, 

ordenó a RM Auto y Reliable a que solidariamente: (1) le reembolsaran 

al señor Arroyo la suma de $6,603.23 por concepto de mensualidades 

pagadas, más el interés legal acumulado y (2) lo relevaran del 

remanente de la deuda pendiente constituida por este para financiar 

el precio del vehículo.3 

En desacuerdo, RM Auto presentó una moción solicitando 

determinaciones de hechos adicionales y una moción de 

reconsideración el 7 de octubre de 2015. Las mismas fueron 

denegadas por el DACo mediante Resolución en Reconsideración del 8 

de octubre de 2015. 

Aun inconforme, RM Auto acude ante nosotros y alega que el 

DACo cometió los siguientes errores: 

1. …al no aplicar la doctrina de cosa juzgada en su 
Resolución del 22 de septiembre de 2015, ya que la 
controversia entre las partes se había adjudicado en la 

                                                 
3 El DACo expresó que luego de que RM Auto y Reliable cumplieran con lo 
ordenado, éstos debían recoger y llevarse el vehículo de la residencia del señor 

Arroyo. 
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Resolución notificada el 17 de octubre de 2014. Dicha 
Resolución era una final, firme y ejecutoria, la cual el 

recurrido nunca reconsideró, ni revisó de manera 
alguna. Existiendo ese impedimento colateral por 

Resolución, DACO estaba impedido de notificar la 
Resolución recurrida; 
 

2. …al no concluir de manera consistente con la 
Resolución del 17 de octubre de 2014, en el sentido de 

que la querella estaba prescrita; tal y como había sido 
resuelto en la Resolución del 17 de octubre de 2014. 

DACO no tiene autoridad en Ley para convertirse en 
Foro Apelativo de sus propias determinaciones finales, 
firmes y ejecutorias; 
 

3. …al no brindarle al querellado una oportunidad 

razonable para poder corregir la situación del vehículo 
de motor alegada por el querellante. 

 

Concedimos hasta el 9 de diciembre de 2015 para que la parte 

recurrida presentara su alegato. Transcurrido dicho término sin que 

así lo hiciera, resolvemos sin el beneficio de su comparecencia. 

II. 

La Defensa de Cosa Juzgada 

La doctrina de cosa juzgada tiene base estatutaria en el Art. 

1204 del Código Civil, 31 LPRA sec. 3343. Los fundamentos de esta 

doctrina, según Pérez v. Bauzá, 83 DPR 220, 225 (1961) son: “... por 

un lado, el interés del Estado en que se le ponga fin a los litigios, que 

no se eternicen las cuestiones judiciales... y por otro lado, la 

deseabilidad de que no se someta en dos ocasiones a un ciudadano a 

las molestias que supone litigar la misma causa.” Su efecto es que la 

sentencia dictada en un pleito anterior impide que se litiguen en un 

pleito posterior entre las mismas partes y sobre la misma causa de 

acción y cosas, las cuestiones ya litigadas y adjudicadas y aquellas 

que pudieron haber sido litigadas y adjudicadas con propiedad en 

la acción anterior. Pagán Hernández v. U.P.R., 107 DPR 720, 732-

733. (Énfasis nuestro). La aplicación de tal doctrina en el campo 

administrativo tiene las siguientes vertientes: (a) su aplicación dentro 

de la misma agencia, a sus propias decisiones; (b) su aplicación 

interagencialmente; es decir, de una agencia a otra, y (c) su aplicación 

entre las agencias y los tribunales. Id. 
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El Tribunal Supremo ha reconocido varias excepciones de orden 

equitativo a la aplicación de la doctrina de cosa juzgada. Figueroa v. 

Municipio de San Juan, 98 DPR 534, 556 (1970); Pérez v. Bauzá, 

supra; Millán v. Caribe Motors Corp., 83 DPR 494, 505, 510 (1961). 

Entre estas excepciones se encuentran aquellos casos que están 

permeados de consideraciones de orden público. Los tribunales se 

han negado a aplicar en forma inflexible la doctrina de cosa juzgada 

cuando hacerlo derrotaría los fines de la justicia, especialmente si se 

plantean consideraciones de interés público. La doctrina descansa en 

el principio básico de que debe propiciarse la terminación de litigios, 

pero si la aplicación rigurosa de la misma derrotaría en la práctica un 

derecho permeado en alguna forma del interés público, los tribunales 

se inclinan hacia la solución que garantice cumplida justicia, en lugar 

de favorecer en forma rígida una ficción de ley que obedece 

fundamentalmente a un principio de conveniencia y orden procesal 

[...] En otras palabras, la regla no es absoluta y debe siempre 

considerarse conjuntamente con el saludable principio de que debe 

dispensarse justicia en cada caso. Parrilla v. Rodríguez, 163 DPR 263, 

269 (2004). 

III. 

Mediante la escueta discusión de los primeros dos 

señalamientos de error, el recurrente alega que los hechos en las 

querellas núm. AR-4907 y AR-6961 son esencialmente los mismos: 

que el motor del Suzuki SX4 no tenía el mismo número de serie que el 

vehículo. Razona que el asunto de la identificación del motor fue 

considerado y adjudicado en la Resolución de la primera querella y 

que inclusive la agencia le otorgó un término para que llevara a cabo 

la identificación correcta y legal del mismo. Además, aduce que el 

recurrido debió impugnar la resolución de la primera querella si no 

estaba conforme con la misma en lugar de radicar una nueva. No le 

asiste la razón al recurrente. 
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 Tras analizar las determinaciones de hechos y las conclusiones 

de derecho de la determinación recurrida, así como el expediente ante 

nuestra consideración, resolvemos que la Resolución de la querella 

núm. AR-6961 no constituyó una revisión de la primera querella. 

Tampoco en la resolución de la primera querella se expresó que la 

misma estaba prescrita. Los hechos que ahora alega el recurrente son 

insuficientes para justificar la aplicación de la doctrina de cosa 

juzgada. 

Como razonablemente determinó en un momento dado el DACo, 

existen en el presente caso consideraciones de orden público que 

excepcionalmente excluyen el impedimento de cosa juzgada, como lo 

es la correcta identificación de un vehículo de motor y sus 

componentes. Más aun cuando este asunto pudo tener repercusiones 

de índole criminal. La sección 3220 de esta ley, titulada Violaciones—

Vehículos o piezas con números mutilados, alterados, destruidos o 

modificados; posesión, dispone que: [t]oda persona que 

voluntariamente y a sabiendas posea alguna pieza o vehículo de 

motor con los números de motor o serie, o cualquier otro número de 

identificación impreso por el manufacturero o fabricante o asignado 

por el Secretario del Departamento de Transportación y Obras 

Públicas borrado, mutilado, alterado, destruido, desprendido o en 

alguna forma modificado incurrirá en delito menos grave. 

La mera posesión de las piezas o vehículos con los números 

borrados, mutilados, alterados, destruidos, desprendidos, o en alguna 

forma modificados constituirá evidencia prima facie de la posesión 

voluntaria a que se refiere esta sección. La Ley para la Protección de la 

Propiedad Vehicular, Ley Núm. 8 del 5 de agosto de 1987, 9 LPRA sec. 

3201, regula lo relacionado a esto y faculta a los agentes del orden 

público a detener, inspeccionar y retener para investigación un 

vehículo de motor cuando alguno de los números de serie o de 
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identificación del vehículo de partes imprescindibles hayan sido 

borrados, […] o de alguna forma modificados. 

Lo anterior implica que el recurrido estuvo expuesto a perder la 

posesión de su vehículo por la condición incierta del motor. El 

recurrente, como concesionario de vehículos de motor, era 

responsable de inspeccionar el vehículo en controversia para 

cerciorarse que todo estuviera en ley y no debió vender el mismo con 

el motor alterado.4 Además, surge del expediente que durante el 

trámite de la primera querella no se pasó juicio sobre el 

consentimiento prestado por el recurrido al momento de 

perfeccionarse la compraventa. Nos reafirmamos en que estas 

consideraciones tienen el peso suficiente para descartar la aplicación 

de la doctrina de cosa juzgada que pretende el recurrente. 

En relación al tercer señalamiento de error, el recurrente arguye 

que la agencia administrativa no le concedió una oportunidad 

razonable para corregir los defectos en el motor del vehículo en 

controversia, por lo que no procedía la resolución del contrato. No 

obstante, al determinarse que el consentimiento del recurrido estuvo 

viciado mediante dolo grave no existía otra alternativa que anular el 

contrato de compraventa y por consiguiente el de financiamiento. No 

procedía darle oportunidad para que corrigiera los defectos del 

vehículo, sino la restitución recíproca de las cosas que fueron materia 

de los contratos. 

En conclusión, coincidimos con el criterio del DACo sobre que el 

aplicar la doctrina de cosa juzgada equivaldría a frustrar el principio 

de dispensar justicia en cada caso, al tiempo que incide sobre 

importantes consideraciones de interés público. La resolución 

                                                 
4 La sección 3215 de la mencionada Ley para la Protección de la Propiedad 

Vehicular permite inferir que el imputado tenía conocimiento personal de que el 

vehículo o pieza había sido adquirido de forma ilícita cuando: 
 
[…] 
 
(6) Cuando el vehículo o pieza muestra modificaciones, alteraciones, o los números 

de identificación están alterados, o la licencia o tablilla no corresponde a la unidad.  
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recurrida es razonable y se sostiene en la evidencia sustancial que 

obra en el expediente que tenemos ante nos, por lo que solo nos resta 

confirmarla. 

IV. 

 Por los fundamentos antes expuestos, se confirma la Resolución 

recurrida. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


